
CONCLUSIONES

PRIMERA.- El Estado Mexicano necesita obtener y recaudar los recursos

necesarios para poder satisfacer las necesidades de la colectividad; para ello, el Estado

esta facultado para establecer contribuciones a cargo de los particulares quienes por tal

motivo se encuentra obligados a aportar una parte justa y adecuada de sus recursos para

la satisfacción de las mismas.

SEGUNDA.- Las contribuciones que puede imponer el Estado a los particulares

se clasifican en: impuestos, derechos, aportaciones de seguridad social y contribuciones

de mejor conforme lo establece el artículo 2° del Código Fiscal de la Federación, siendo

de mayor trascendencia los impuestos por percibir de ellos la gran mayoría de los

recursos.

TERCERA.- Toda contribución debe respetar los principios constitucionales

consagrados en el artículo 31, fracción IV Constitucional y que se traducen en: principio

de legalidad, principio de proporcionalidad, principio de equidad y principio de uso o

destino al gasto público. Dichos principios son de suma importancia pues al carecer las

contribuciones de alguno de ellos, es motivo suficiente para que el mismo se declare

inconstitucional por violentar las garantías constitucionales del contribuyente.

CUARTA.- El principio de legalidad exige las contribuciones estén contenidas

dentro de una ley formal y materialmente hablando y que las mismas cuenten con todos

y cada uno de sus elementos que son el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa y época de

pago así como los supuestos normativos que los regulan.

QUINTA.- El principio de proporcionalidad consiste en que los sujetos pasivos

deben de contribuir a los gastos públicos del Estado de acuerdo a su capacidad

contributiva o de pago, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos,



utilidades o rendimientos. Este principio esta íntimamente relacionado con el de

capacidad contributiva que se define como la potencialidad real de contribuir al gasto

publico, es decir, que exista una verdadera manifestación de riqueza que origine que el

sujeto pueda hacerle frente a la contribución.

SEXTA.- El principio de equidad se refiere a que las leyes tributarias deben

tratar por igual a todos los sujetos pasivos que se encuentren dentro de una misma

situación o hipótesis normativa. Dicho en otras palabras, este principio exige tratar igual

a los iguales y desigual a los desiguales frente a la ley tributaria pudiendo varia

únicamente las tasas o tarifas progresivas para garantizar la justa distribución de las

cargas

SÉPTIMA.- El principio de uso o destino al gasto público exige que las

contribuciones que impone el Estado necesariamente deben de destinarse a sufragar el

gasto público.

OCTAVA.- Dentro de las contribuciones juegan un papel muy importante los

impuestos ya que de ellos el Estado percibe la gran mayoría de recursos en especial, del

Impuesto sobre la Renta el cual aparentemente tiene por objeto el gravar los ingresos de

las personas físicas y morales que residan en territorio nacional, tengan establecimiento

permanente en el país o cuyos ingresos procedan de fuente de riqueza situada en

territorio nacional tal como lo establece el artículo 1° de la Ley del Impuesto sobre la

Renta.

NOVENA.- Las personas físicas que obtengas ingresos por salarios y demás

prestaciones que deriven de una relación laboral, están obligadas al pago del Impuesto

sobre la Renta conforme lo establece el artículo 110 de la misma; Se asimilan a ingresos

por salarios las fracciones II a VI del artículo 110 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.



 DÉCIMA.- Las personas físicas que tributan conforme al Capitulo I del Título

IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta referente a ingresos por sueldos y salarios no

tienen derecho efectuar deducción alguna respecto al impuesto que les corresponde por

lo que el Estado les otorga ciertos estímulos fiscales con el propósito de subsanar la

inequidad que tienen estos contribuyentes frente otros que tributan conforme a un

capítulo distinto.

DÉCIMA PRIMERA.- Los estímulos fiscales que otorga el Estado tienen por

objeto promover el trabajo constituyendo una alienante para el contribuyente por la cual

obtenga una ayuda adicional que trae como consecuencia que no desembolse mayor

parte de su dinero para cubrir ciertos impuestos; los estímulos fiscales que otorga el

Estado son las exenciones y el subsidio, anteriormente el crédito al salario.

DÉCIMA SEGUNDA.- Las exenciones tienen por objeto el eximir a los

contribuyentes de la regla general de pago del impuesto respecto de ciertos ingresos, por

razones de equidad, de convivencia o política económica.

DÉCIMA TERCERA.- El subsidio es la figura jurídica tributaria por virtud de la

cual el Estado sacrifica una parte de dinero con cargo al presupuesto de egresos de la

Federación con el propósito de promueve el trabajo y la inversión.

DÉCIMA CUARTA.- El crédito al salario era otro estímulo fiscal que

anteriormente otorgaba el Estado a los trabajadores pero que para la Ley del Impuesto

sobre la Renta 2002 y con razones insuficientes para ello, el Estado le impuso a los

patrones que realicen pagos por trabajos personales subordinados la obligación de

pagarlo dejando entonces de tener la naturaleza de estímulo fiscal para convertirse en

una carga adicional para los patrones. De esta manera los patrones tienen la obligación

de pagar a sus trabajadores el crédito al salario que anteriormente pagaba el Estado.



DÉCIMA QUINTA.- Los patrones que realicen pagos en efectivo a sus

trabajadores por concepto de crédito al salario pueden acreditar los mismos contra su

impuesto sobre la renta o contra el retenido a terceros siempre que paguen el Impuesto

Sustitutivo del Crédito al Salario a que hace referencia el artículo Tercero de las

Disposiciones Transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

DÉCIMA SEXTA.- Los patrones que opten por no pagar el Impuesto Sustitutivo

del Crédito al Salario tendrán que absorber como gasto los mismos y además tendrán

que enterar al Fisco Federal un monto equivalente al crédito al salario mensual que

hubiesen calculado para todos sus trabajadores conforme a la tabla contenida en el

artículo 115 de la LISR, sin que dicho monto exceda del Impuesto Sustitutivo del

Crédito al Salario causado en el mes de que se trate.

DÉCIMA SÉPTIMA.- Si el monto del crédito al salario pagado a los

trabajadores es mayor al Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario causado, los

contribuyentes podrán disminuir del impuesto sobre la renta a su cargo o del retenido a

terceros, únicamente el monto en el que dicho crédito al salario exceda del impuesto

sustitutivo y siempre que cumplan los requisitos que establece el artículo 119 de la Ley

del Impuesto sobre la Renta.

DÉCIMA OCTAVA.- El Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario es

inconstitucional por violar las garantías constitucionales de legalidad, proporcionalidad,

equidad y uso o destino al gasto público consagradas en el artículo 31, fracción IV

Constitucional.

DÉCIMA NOVENA.- El Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario viola el

principio de legalidad pues si bien es cierto este principio exige que en la ley establezca

todos y cada uno de los elementos de la contribución y en el presente caso la ley no es

clara respecto a cuál es el objeto de éste impuesto.



VIGÉSIMA.- Viola el principio de proporcionalidad por dos razones: en

primera, porque cuando los contribuyentes ejercen la opción de no pagar el impuesto

sustitutivo del crédito al salario se ven obligados en términos del artículo 115 en

relación con el artículo tercero de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto

sobre la Renta, a enterar al Fisco Federal un monto equivalente al crédito al salario

mensual que hubiesen calculado para todos sus trabajadores; la citada obligación a que

se encuentran sujetos los patrones, no refleja su capacidad contributiva puesto que la

tabla contenida en el artículo 115 es una tabla progresiva que va en función a los

ingresos que percibe el trabajador con el propósito el determinar el crédito al salario que

le corresponde y no va en función de los ingresos que percibe el patrón;  por tanto, es

evidente que existe una violación al principio de proporcionalidad por no considerar

para el cumplimiento de dicha obligación la capacidad contributiva del patón.

En segunda, para el calculo y determinación del impuesto sustitutivo del crédito

al salario se toman en cuenta las erogaciones que por concepto de servicios personales

subordinados haya efectuado el patrón, erogaciones que por ningún motivo le

representan rendimiento o inversión alguna sino por el contrario son gastos que

necesariamente tiene que realizar para la obtención de sus ingresos y en cumplimiento a

lo dispuesto por el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos; lo que debería tomarse en cuenta para la determinación de este impuesto

son los ingresos, utilidades, rendimientos o cualquier otra entrada que provenga de los

actos o actividades que realice el contribuyente y no las erogaciones que éste efectúe

puesto que las mismas no demuestran una verdadera capacidad contributiva por lo que

tal situación provoca que el mencionado impuesto no cumpla con el principio de

proporcionalidad.



VIGÉSIMA PRIMERA.- De igual forma, viola el principio de equidad tributaria

porque cuando los patrones optan por no pagar el impuesto sustitutivo del crédito al

salario se ven obligados en términos del artículo 115 en relación con el artículo tercero

de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a enterar al Fisco

Federal un monto equivalente al crédito al salario mensual que hubiesen calculado para

todos sus trabajadores y no hay que olvidar que dicha tabla es para determinar el crédito

al salario de los trabajadores y la misma, va en función a los ingresos que estos

perciban, de tal forma que si el trabajador percibe ingresos bajos recibirá mayor crédito

al salario y cuando perciba mayores ingresos, recibirá menor crédito al salario por lo

que la obligación que respecto a este impuesto impone la Ley no es la misma para todos

los sujetos que se encuentran dentro de esta hipótesis normativa ya que causará un

mayor impacto en aquellos patrones que paguen bajos salarios a sus trabajadores y un

menor impacto en los patrones que paguen altos salarios a sus trabajadores lo que trae

como consecuencia la inconstitucionalidad del impuesto sustitutivo del crédito al salario

por violar el principio de equidad tributaria al no tratar de manera igual a los sujetos que

se encuentra dentro de la misma situación jurídica prevista por la norma.

VIGÉSIMA SEGUNDA.- El Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario no

cumple con el principio de uso o destino al gasto público por dos razones: en primera

porquen en la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2002,  el Estado

pretendió recaudar de dicho impuesto la cantidad de 0.00 por lo que se impuso una

contribución que no tenía por objeto recaudar dinero para el gasto público; en segunda,

porque al imponer a los contribuyentes la obligación de enterar un monto equivalente al

crédito al salario mensual que hubiesen calculado para todos sus trabajadores, se esta

imponiendo al pago de una cantidad que no tiene la naturaleza de contribución en

términos de lo dispuesto por el artículo 2 del Código Fiscal de la Federación y además



el Estado pretende recaudar cantidades que no tienen por objeto destinarse al gasto

público pues las mismas  no se contemplaron en la Ley de Ingresos de la Federación y

por ende, no se le asignó partida alguna en el presupuesto de egresos para el ejercicio

fiscal 2003, por lo que el recaudar dichas cantidades viola el principio de uso o destino

al gasto público que debe respetar toda contribución conforme a lo señalado por el

artículo 31, fracción IV y 126 Constitucional.


